
INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 19 DE JUNIO DE 2007. SUBVENCIONES. PROCEDENCIA DE SOLICITAR REPRESENTANTE DE LA INTERVENCIÓN GENERAL PARA ASISTIR A LA COMPROBACIÓN MATERIAL DE LA INVERSIÓN EN SUBVENCIONES PREPAGABLES CON ANTICIPOS A CUENTA.
Modalidad de informe: Consulta. 

Área temática: Subvenciones. 
Informe vigente.
Se ha planteado ante esta Intervención General consulta sobre la procedencia de solicitar representante de la Intervención en las subvenciones con pago mediante anticipos a cuenta dado que el artículo 25 del Decreto 25/1997, de 20 de marzo por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, prevé que la comprobación material de la inversión debe realizarse en el momento anterior al reconocimiento de la obligación o la propuesta de pago.

En relación con esta cuestión se considera oportuno realizar las siguientes
CONSIDERACIONES

I

La subvención se configura tradicionalmente como una medida de fomento administrativo utilizada por las Administraciones Públicas para fomentar la actividad de los beneficiarios hacia los fines de interés general que representa o gestiona la Administración concedente. Este carácter finalista determina el régimen jurídico de la actuación del beneficiario y el de la propia Administración concedente. Por una parte, no sólo el beneficiario deviene obligado a adoptar un determinado comportamiento destinado a lograr el fin de la subvención, sino que  la Administración, a su vez, debe verificar y garantizar que se ha producido la correcta afectación de los fondos a determinados comportamientos, que constituyen la causa del otorgamiento. En consecuencia, nos encontramos ante una relación jurídica administrativa de la que nacen derechos y obligaciones recíprocas tanto para los beneficiarios como para la Administración.
Para dar respuesta a la consulta planteada se examinará por un lado, la obligación del beneficiario de justificar la subvención percibida y la simultánea función de comprobación y control de la Administración concedente, y por otro, el ejercicio por la Intervención General de la Comunidad de Madrid de la función interventora en su modalidad de comprobación material de la inversión, esto es, de la intervención de la aplicación o empleo de las cantidades destinadas a obras, suministros, adquisiciones y servicios (art. 83.2.d Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid (en adelante LHCM)).  

II

Como regla general, para acceder al cobro de la subvención es necesaria la previa justificación de la actividad subvencionada. Esta justificación es una manifestación singular del requisito general de la regla del servicio hecho, consagrado en el artículo 73 de la LHCM, en virtud del cual “previamente al reconocimiento de las obligaciones con cargo a los Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid habrá de acreditarse documentalmente ante el órgano competente la realización de la prestación o el derecho del acreedor, de conformidad con los acuerdos que en su día autorizaron y comprometieron el gasto”.
La justificación en las subvenciones reviste un carácter fundamental, prueba de ello es que una de las principales obligaciones que asume el beneficiario, además de la principal de  realizar la actividad o adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión de subvenciones es, precisamente, justificar o acreditar, ante el órgano concedente o la entidad colaboradora, en su caso, la realización de la actividad o adopción del comportamiento, así como el cumplimiento de requisitos y condiciones que determinen la concesión o disfrute de  la subvención. (Artículo14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y  8 b) de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid). 

De igual modo, tanto las bases reguladoras como las convocatorias deben hacer mención a la obligación y forma de justificar la aplicación de la subvención; su incumplimiento es causa de reintegro; y se tipifica como infracciones leves, graves y muy graves, determinadas conductas relacionadas con el incumplimiento o cumplimiento defectuoso del deber de justificación (artículos 17, 30 y 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre y 6, 11 y 14, respectivamente, de la citada Ley 2/1995, de 8 de marzo).
En definitiva, es tan esencial el requisito de la justificación en las subvenciones que tanto la Ley General de Subvenciones, como la ley de la Subvenciones de la Comunidad de Madrid, insisten reiteradamente en su importancia, y por ello, también lo exigen, con la excepción que se verá posteriormente, como un requisito previo al pago.

Atendiendo al momento de su justificación en relación con el pago, cabe distinguir entre subvenciones con justificación previa o postpagables y subvenciones de justificación diferida o prepagables.

En las subvenciones de justificación previa constituye condición o requisito necesario para el reconocimiento y liquidación de la obligación, la aportación de los documentos acreditativos del cumplimiento de la finalidad o realización de las actividades subvencionables, así como de los demás exigidos legalmente.

En las subvenciones de justificación diferida, en las que se realiza el pago anticipado, por así permitirlo las bases reguladoras de las subvenciones, habrá que estar a lo que éstas hayan establecido en cuanto a las garantías y forma de hacer los pagos, pudiendo ser causa de reintegro total o parcial la posterior falta de justificación, la justificación insuficiente o la justificación extemporánea.
En el primer caso, nos encontramos ante un negocio jurídico de obligación, que no provoca de manera inmediata la pérdida de una cosa o el gravamen de un derecho, sino que simplemente se limita a prepararla, mediante la constitución del deber (obligación) de transmitir o gravar tal derecho. Es decir, la subvención se concede y por consiguiente se reconoce el derecho al beneficiario, pero a éste no se le abonan los fondos correspondientes hasta que no se acredita la realización de la actividad subvencionada.

Por el contrario, en las subvenciones prepagables, estamos ante un negocio jurídico de disposición, entendiendo como tal aquel que provoca inmediatamente la pérdida o gravamen de un derecho. En consecuencia, la subvención se concede y se anticipan los fondos, si bien condicionados al cumplimiento de la actividad en cuestión.

Procede pues, poner en relación la justificación con las tres modalidades de pago que se que se contemplan en el artículo 10 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, a saber: una forma ordinaria, el pago previa justificación del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió; y dos extraordinarias, los abonos a cuenta y los anticipos a cuenta. 

 Así, en virtud de este artículo:

“1. El pago de las subvenciones se realizará previa justificación del cumplimiento de la finalidad para la que se que se concedió.


No obstante lo anterior, con carácter excepcional y cuando por razón de la subvención se justifique, podrán realizarse anticipos o abonos a cuenta bajo las condiciones siguientes:
a) Los abonos a cuenta supondrán el pago parcial previa justificación del importe equivalente como aplicación de la subvención concedida.
b) Los anticipos a cuenta supondrán entregas de fondos con carácter previo a la justificación, como financiación necesaria para poder llevar a cabo los propósitos, actividades o proyectos inherentes a la subvención.
c) En ambos casos deberá contemplarse expresamente en las bases reguladoras la posibilidad, límites y requisitos de concesión, y requerirá para su inclusión la autorización previa de la Consejería de Hacienda, que fijará las garantías que proceda adoptar”.

La diferencia entre estas dos formas extraordinarias de pago estriba en que los anticipos a cuenta suponen la entrega dineraria sin que el beneficiario haya comenzado a realizar o justificar sus obligaciones pero cuya existencia es necesaria como financiación inicial para poder llevarlas a cabo. Los abonos a cuenta sin embargo, implican una realización y justificación parcial.

Finalmente, por Orden de 8 de marzo de 2002, del Consejero de Hacienda, se dictaron instrucciones sobre el alcance de las garantías a que se refiere el artículo 10, apartado 1, letra c). 

En concreto, en la Instrucción tercera se establece:


“La Consejería de Hacienda, teniendo en cuenta la acreditación del órgano gestor, autorizará, si lo estima procedente, la inclusión en las bases reguladoras de abonos o anticipos a cuenta, sus límites y porcentajes, y determinará las garantías que habrán que aportar los beneficiarios o, en su caso, dispensará la constitución de las mismas”.
De lo hasta aquí expuesto, cabe destacar, el carácter excepcional de los anticipos a cuenta, toda vez que difieren la obligación de justificar a un momento posterior al pago, así como el carácter potestativo en la constitución de las garantías, con la finalidad de responder, en su caso, del cumplimiento de las obligaciones asumidas por los beneficiarios de la subvención o limitar los riesgos ligados a su pago anticipado.
III
Correlativamente con la obligación del perceptor de la subvención de justificar el cumplimiento de las condiciones impuestas y el logro de los objetivos perseguidos a través de la concesión, pesa sobre la Administración concedente el deber de verificar ambos extremos. 
En el ejercicio de tal deber, irrenunciable como lo es cualquier competencia administrativa (artículo 12 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo común), la Administración analizará la justificación aportada por el beneficiario y, en función de su contenido, se pronunciará sobre la procedencia o improcedencia de la subvención, o en el caso de haber percibido algún anticipo o pago a cuenta, sobre el reintegro.

En el sentido indicado, el control en el ámbito de la Administración General del Estado se ejerce tanto por el órgano concedente, al que corresponde comprobar la adecuada justificación de la subvención, como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o el disfrute de la subvención ( artículo 32 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones), como por la Intervención General en el ejercicio del control financiero de las subvenciones, abarcando la comprobación material de las inversiones financiadas y, finalmente por las funciones que la Constitución y las Leyes atribuyan al Tribunal de Cuentas ( artículo 44 de la referida Ley 38/2003, de 17 de noviembre ). 
En el ámbito de la Comunidad de Madrid, además de las actuaciones de comprobación  previstas en el artículo 8 c) de la Ley de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, a efectuar por la entidad concedente o entidad colaboradora, y en su caso, las de control de la actividad económico-financiera que corresponde a la Intervención General de la Comunidad de Madrid y la Cámara de Cuentas, el artículo 12 de la Ley regula específicamente el régimen de control de las subvenciones en los siguientes términos:

“1. La Intervención General de la Comunidad ejercerá la función interventora con la extensión y los efectos que se determinan en la presente Ley y en las demás disposiciones de aplicación, con plena autonomía respecto de las autoridades y demás entidades cuya gestión fiscalice.

2. La función interventora tiene por objeto controlar todas las ayudas y subvenciones públicas que están dentro del ámbito de aplicación de esta Ley, con el fin de asegurar que la administración de la Hacienda se ajuste a las disposiciones legales aplicables a cada caso.

3. El ejercicio de la expresada función comprenderá: 

a) La intervención previa de los expedientes de aprobación de las bases reguladoras y de las correspondientes convocatorias. 

b) La intervención previa del documento o expediente de concesión de la subvención. 

c) La intervención formal de la ordenación del pago. 

d) La intervención material del pago. 

e) La intervención de la aplicación o empleo de la cantidad concedida en la subvención.

En consecuencia, en virtud de este precepto, se establece la sujeción de las subvenciones al ejercicio de la función interventora en todas sus modalidades, incluida expresamente la intervención de la aplicación o empleo de la cantidad concedida en la subvención.
En particular, y por lo que a este informe interesa, la comprobación material de la inversión puede definirse como la verificación física por parte del interventor de la existencia de la inversión y de su adecuación al proyecto o condiciones establecidas en el correspondiente expediente de gasto, o tratándose de subvenciones, de su adecuación a las bases reguladoras y a la orden de concesión de las ayudas.
La regulación normativa de esta función se halla fundamentalmente en el artículo 83 de la Ley  Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y en el Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid.

De este Decreto puede significarse, el último párrafo del artículo 23 que al referirse a la Intervención del reconocimiento de obligaciones o de las propuestas de pago, dispone:

(…) “ En este momento deberá quedar documentalmente acreditado que se cumplen todos los requisitos necesarios para el reconocimiento de la obligación a cargo de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, entre los que se encontrará, en su caso, el resultado favorable de la comprobación material de la inversión “.
Asimismo, el artículo 24 c), sobre el contenido de las comprobaciones, señala:


(…) “Que se haya comprobado materialmente, cuando proceda, la efectiva y conforme realización de la obra, servicio, suministro, adquisición o subvención, y que ha sido intervenida de conformidad, en su caso dicha comprobación.”

 Por su parte, el artículo 25.1, referido a la Comprobación material de la inversión, prevé:


“ Antes de reconocer la obligación o proponer el pago se verificará materialmente la efectiva realización de las obras, servicios, adquisiciones y subvenciones financiadas con fondos públicos, y su adecuación al contenido de la correspondiente orden de concesión, contrato o negocio jurídico “.

Finalmente, cabe destacar los apartados cuarto y séptimo, al establecer:


“ 4. Los órganos gestores deberán solicitar de la Intervención General de la Comunidad de Madrid designación de delegado para su asistencia a la comprobación material de la inversión, con una antelación de veinte días a la fecha prevista para la recepción de la inversión de que se trate, cualquiera que sea el tipo de contrato (obras, suministros, gestión de servicios públicos, servicios, consultoría y asistencia, y trabajos específicos y concretos no habituales) así como para las subvenciones, siempre que su importe exceda de cinco millones de pesetas “.


“7. (…) Tratándose de subvenciones la comprobación de la aplicación o empleo de los fondos públicos a su finalidad, se justificará de la siguiente forma:

a) Con acta de conformidad suscrita por el órgano gestor, el beneficiario y, en su caso, el representante legal de la entidad colaboradora (…)
b) Cuando se trate de subvenciones de importe inferior a 2.000.000 de pesetas (12.020,24 €), o de cuantía superior en las que el importe del objeto susceptible de comprobación material sea inferior a 2.000.000 de pesetas (12.020,24 €); o de subvenciones destinadas a una actividad o a su fomento, cualquiera que sea su importe, la justificación se efectuará mediante una certificación expedida por el Jefe del servicio, dependencia  u organismo del ente concedente de la subvención (…). 

Con la finalidad de conseguir la necesaria homogenización de criterios y una adecuada y correcta aplicación de la citada normativa, en materia de comprobación material del gasto, se dictó la Circular 1/1997, de 26 de junio, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se dictan instrucciones sobre la comprobación material del gasto en contratos, convenios y subvenciones.

La Instrucción duodécima desarrolla las peculiaridades en la comprobación material de las subvenciones, señalando en su apartando sexto:

“Sin perjuicio de lo establecido en la Instrucción primera y el artículo 25.1 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, cuando los anticipos a cuenta estén afianzados según lo previsto en el artículo 10 b) de la Ley 2/1995 citada, la verificación material del objeto de la subvención tendrá lugar con posterioridad a la propuesta de pago, pero antes de la devolución de las garantías aportadas para percibir el anticipo a cuenta “.

Del análisis de esta normativa puede concluirse que en virtud del artículo 12 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, se atribuye a la Intervención General el ejercicio de la función interventora en los términos y con el alcance que determine, a su vez, la Ley 9/1990, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y su normativa de desarrollo.

Así, por lo que respecta a la comprobación material o intervención material, ésta se configura como un trámite que ha de preceder al reconocimiento de las obligaciones o propuestas de pago relativas a las subvenciones postpagables, una vez que el beneficiario acredita documentalmente el cumplimiento de los requisitos que determinan la concesión de la subvención o la realización de la actividad fomentada.

En las subvenciones prepagables con anticipos a cuenta, el control material deberá realizarse en un momento posterior al reconocimiento de las obligaciones y propuestas de pago, dado que, como se razonó anteriormente, tal forma de pago supone la entrega de los fondos con el propósito de que el beneficiario realice la actividad o el fin de una actividad. De esta forma, la comprobación material en estos supuestos, cuando sea preceptiva, deberá diferirse al momento en que, de acuerdo con las bases reguladoras, el beneficiario justifique la realización de la actividad subvencionada. Y, cuando estos anticipos estuvieran afianzados la verificación material del objeto de la subvención tendrá lugar con posterioridad a la propuesta de pago, pero antes de la devolución de las garantías aportadas, conforme prescribe la Circular 1/1997, de 26 de junio.
En consecuencia con todo lo expuesto, en aquellas subvenciones en las que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, sea preceptiva la comprobación material, con independencia de su forma de pago, deberá solicitarse representante de la Intervención en cada uno de los momentos señalados anteriormente. 
En virtud de las consideraciones manifestadas, se deducen las siguientes
CONCLUSIONES

1. La relación jurídica derivada de las subvenciones impone obligaciones y derechos recíprocos para los beneficiarios y para la Administración, de tal forma, que la obligación de justificar de los beneficiarios, es a su vez objeto de la función de control por parte de la entidad concedente.
2. La Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de  la Comunidad de Madrid, atribuye a la Intervención General el régimen de control de las subvenciones mediante el ejercicio de la función interventora, incluyendo, expresamente en virtud del art. 12.3.e) de la mencionada Ley, la comprobación material o la intervención de la aplicación o empleo de la cantidad concedida en la subvención. 
3. La traslación al ámbito de las subvenciones del principio del servicio hecho supone que la justificación y la comprobación material se realicen, como regla general, con anterioridad al reconocimiento de la obligación y propuesta de pago de la subvención.

4. En el caso de las subvenciones prepagables mediante anticipos a cuenta, sin perjuicio de las comprobaciones que corresponden, en todo caso, realizar al órgano concedente, la intervención material de la aplicación o empleo de la cantidad concedida en la subvención se producirá, cuando sea preceptiva conforme al art. 25.7 del Decreto 45/1997, con posterioridad a la tramitación del reconocimiento de la obligación y propuesta de pago, en el momento en que de acuerdo con las bases reguladoras el beneficiario deba justificar la realización de la actividad subvencionada. Y, cuando estos anticipos estuvieran afianzados previamente a la devolución de las garantías aportadas, conforme prescribe la Circular 1/1997, de 26 de junio.


� Informe de la Intervención General del Estado de 26 de mayo de 1997
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